“2020 – Año del Bicentenario de la Fundación de la República de Entre Ríos”
RESOLUCION Nº       015            J.T.C.E.R.

 PARANA, 23 de Septiembre de 2020
VISTO:

 La impugnación presentada por la Cra. Susana MARTINEZ LACABE contra la Calificación de Antecedentes en el marco del Concurso Público Nº 3 destinado a cubrir UN (1) cargo de Vocal –Contador Público- para el Tribunal de Cuentas de Entre Ríos, y;
 
CONSIDERANDO:
 

Que, en orden a la admisibilidad formal del recurso intentado, cabe señalar que ha sido interpuesto en tiempo y forma, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 48 del Decreto N°1145/17 GOB que reglamenta la Ley Nº10.436; 

 

Que, adentrándonos en el análisis de la procedencia del planteo deducido, corresponde reseñar en primer lugar, que mediante Acta Nº12 de fecha 1°/06/2020, se estableció la correlación entre los datos personales de cada postulante, contenidos en los sobres identificados con una clave numérica y las claves alfabéticas asignadas a cada uno de los exámenes escritos, junto a la calificación obtenida conforme dictamen del Jurado interviniente;

Que, asimismo se dieron a conocer los puntajes otorgados por el Jurado de Concurso en el Dictamen correspondiente al examen escrito, así como los fundamentos de aquellos; se hizo saber la Calificación de Antecedentes aprobada mediante Resolución N°003 J.T.C.E.R. de fecha 28/05/2020 y finalmente, se estableció el orden de mérito provisorio, resultante luego de la suma de los puntajes obtenidos;
Que, en este estado, la Cra. Susana MARTINEZ LACABE promueve la vía recursiva señalada más arriba y respecto de la Calificación de Antecedentes, cuestiona el rubro “Antecedentes Académicos”; 

Que, asimismo, impugna el dictamen del Jurado en relación a la calificación obtenida en la Prueba de Oposición Escrita justificando su impugnación en las causales enmarcadas en el referido art. 48 (errores materiales en la puntuación, vicios de forma o de procedimiento o existencia de arbitrariedad manifiesta);

Que, a fin de ordenar la exposición de las cuestiones objetadas, cabe analizar en primer lugar el planteo de reconsideración contra la Resolución de Calificación de Antecedentes;

Que, en relación al rubro señalado “Antecedentes Académicos”, la postulante considera que le corresponde mayor puntaje por poseer trabajos presentados en congresos de Tribunales de Cuentas del País, con temas afines al cargo para el cual concursa. Manifiesta que dichos trabajos ameritan una consideración diferente, atento que los temas allí expuestos corresponden exclusivamente al control público. Explica el mecanismo que tuvieron dichos eventos científicos y el público al que estuvieron dirigidos –colegas de los diferentes Tribunales de Cuentas-. Destaca que los trabajos se encuentran publicados en los libros del Secretariado Permanente de Tribunales de Cuentas. Entiende que debería darse mayor puntaje a sus publicaciones y disertaciones, por la especificidad del tema y el ámbito en que han sido desarrolladas, en contraposición a los antecedentes de otros concursantes que, a su entender, poca relación tienen con la actividad del control público.
Que, por otra parte, afirma que no fueron considerados el curso “Fortalecimiento Institucional de los Órganos de Control y Auditoría como Herramienta de Control”, ni las “Primeras Jornadas de Capacitación Portuaria de Entre Ríos”, que debieron tenerse en cuenta –según su criterio- en la medida en que la impugnante es Fiscal competente de TRES (3) de los CUATRO (4) puertos de la Provincia de Entre Ríos y cuyas rendiciones también son analizadas por las Vocalías de Cuentas;

Que, asimismo, considera que la publicación oportunamente acompañada y titulada “Economías Regionales: Cultivo de Algodón en Entre Ríos” también mereció alguna puntuación;
Que, finalmente, solicita un detalle desagregado acerca del cómputo específico que obtuvo en el rubro;

Que, analizado nuevamente el legajo de la Dra. MARTINEZ LACABE en Sesión Ordinaria de fecha 23/09/2020, el Jurado de Concurso considera que en relación a los trabajos que menciona la postulante no surgen de las constancias obrantes a fs. 192/205, fs. 206/221, fs. 301/339 y fs. 340/354, que hayan sido efectivamente expuestos y desarrollados en forma de conferencias y/o disertaciones, razón por la cual no se pudieron valorar en cuanto tales. Ahora bien, en relación a los trabajos mencionados por la ahora impugnante y obrantes fs. 256/270 y fs. 277/300, se advierte que conforme las copias certificadas de las actas de comisión de los respectivos Congresos Nacionales de Tribunales de Cuentas que se encuentran agregadas en su legajo, los mismos han sido expuestos frente a un auditorio de profesionales en la materia y, en ambos casos, su temática se encuentra vinculada al cargo que se concursa. De lo expuesto se concluye que corresponde calificarlas dentro del ítem Conferencias, asignándole a cada una de ellas 0,15 puntos;
Que, respecto a los cursos “Fortalecimiento Institucional de los Órganos de Control y Auditoría como Herramienta de Control” y “Primeras Jornadas de Capacitación Portuaria de Entre Ríos”, cabe decir que los mismos fueron clasificados como “asistencia a eventos científicos”, dado que su participación en los mismos, como bien lo indican las constancias de fs. 161 y 162, fue en carácter de “asistente”;

Que, en cuanto a la publicación en la que participó como co-autora, fue desestimada por el jurado por no cumplir con los requisitos que demanda la normativa para el cómputo de puntaje. En efecto, el Decreto N°2664/18 MGJ, Anexo II, apartado III -punto 4 exige, para la calificación de las publicaciones, que las mismas traten sobre temáticas “…vinculadas con la labor que demande la vacante a cubrir…”, como así también “…que correspondan a editoriales o revistas especializadas y reconocidas en Administración pública y en materia Financiera Contable en el sector público.-”. En el caso concreto, el jurado advierte que el texto que está en discusión, abarca una temática que evidentemente no cumple con el requisito de ser vinculada con la labor que demanda la vacante a cubrir, y por otro lado, si bien el mismo ha sido publicado, no lo fue por ninguna editorial o revista reconocida en el ámbito pertinente sino que lo fue por una editorial que no está específicamente relacionada con la Administración Pública ni con la materia financiera contable;
Que, en conclusión, la calificación que obtuvo en el rubro “Antecedentes académicos” (0,50 puntos) fue en concepto de “asistencia a eventos científicos”, por lo que recibió el puntaje correspondiente, no habiendo presentado otros antecedentes que, conforme la normativa, fueran susceptibles de valorarse con puntaje; 

Que, en lo que respecta a su impugnación a la calificación conferida por el Jurado de Concurso a su oposición escrita, entiende que es arbitraria. En primer lugar indica que las observaciones realizadas a su examen en los apartados 1, 2 y 4 resultan textuales a las realizadas al postulante LUS. Por otro lado, y también en relación al dictamen del postulante LUS, a quien en el tercer apartado se le observa la omisión de un dato esencial como es la fecha, considera que tal omisión resulta más trascendente que las observaciones realizadas sobre el examen de la recurrente. Sin embargo, le asignan mayor puntaje al postulante LUS, entendiendo la quejosa que ello carece de respaldo objetivo que lo justifique;
Que, afirma la impugnante se le observa no haber hecho referencia a la adhesión formal del Tribunal de Cuentas a lo actuado por los preopinantes, entendiendo que tal observación es errónea por cuanto el solo hecho de haber resuelto la remisión de las actuaciones a Fiscalía implícitamente expresa su adhesión, caso contrario se hubiese resuelto el archivo de las mismas;

Que, en relación a la redacción, indica se le observó haber consignado IAPV en lugar de IPV como señalaba el enunciado, frente a lo cual argumenta que en esta Provincia el Instituto Provincial de la Vivienda  se denomina como lo consignó en la pieza sometida a evaluación, y por tal motivo no debería haber sido marcado como un error y mucho menos relevante como para la eventual quita de puntos, sobre todo cuando la totalidad de los elementos esenciales han sido correctamente incorporados en su Resolución, cosa que no sucede con LUS quien omitió un elemento esencial de validez como es la fecha. Y compara también los errores que le han sido marcados al postulante PBF;
Que, por otra parte, disiente con la observación que se le efectuara en relación a que la propuesta debió desarrollarse con “mayor rigor técnico”, dado que a su criterio el proyecto posee la terminología técnica adecuada,  resultando dificultoso rebatir la errónea conclusión del jurado por cuanto no indica como debería haber sido expresada la propuesta o cuales son los términos que carecen de ese rigor técnico, considerando que acusar una falencia sin dar evidencias es un “inexcusable acto de arbitrariedad manifiesta”;
Que, finalmente, cuestiona que se le haya criticado el no haber respetado el enunciado sin aclarar cuál fue el punto no respetado u omitido, por ende se hace imposible rebatir  tal afirmación. Y señala que no advierte diferencias entre los datos tenido en cuenta por la suscripta y los incorporados por los demás postulantes;
Que, así las cosas, cabe decir que el Decreto Reglamentario Nº1145/17 GOB de la Ley N°10.436, en su art. 48, establece que los concursantes podrán impugnar las calificaciones de la prueba de oposición y la evaluación de los antecedentes, basándose sólo en errores materiales, vicios de forma o de procedimiento o en la existencia de arbitrariedad manifiesta, explicitando que no serán consideradas aquellas que constituyan una simple expresión de disconformidad del concursante con el puntaje asignado;

                     Que, lo expuesto demuestra que se ha buscado un equilibrio entre lo que puede y no puede controlar el Jurado en Pleno, luego de producidas las evaluaciones y calificaciones;

 Que, consecuentemente, el control se extiende sobre los aspectos reglados, legal o constitucionalmente, el procedimiento, la forma, la motivación, la causa, la finalidad, la igualdad, la proporcionalidad, la razonabilidad, entre otros aspectos. Lo que no puede revisar ni sustituir el Jurado en pleno, es el contenido intrínseco, la libertad de apreciación política de la oportunidad, mérito o conveniencia, ni la posibilidad de elección entre varias opciones válidas dentro de la juridicidad, porque ello implicaría violentar la igualdad entre los diferentes concursantes; 
Que, en ese sentido, y sin perjuicio de que la evaluación que realiza el Jurado debe circunscribirse a la pieza sometida a examen de la ahora impugnante, y no en forma comparativa en relación a lo argumentado por otros postulantes en sus respectivas pruebas, cabe decir que las diferencias valorativas residen en el mayor o menor contenido argumentativo (tanto sustancial como formal) volcados en los referidos escritos sujetos a calificación;
Que, a mayor abundamiento, del artículo 45° del Decreto N° 1145/17 GOB surge que al momento de valorar la prueba escrita se “…tendrá en cuenta la consistencia de la solución propuesta dentro del marco de lo razonable, la pertinencia y rigor de los fundamentos y la corrección del lenguaje utilizado…”, de lo que se deduce que se deben analizar los conocimientos específicos y su aplicación concreta en el examen. Por otro lado, el Jurado no debe convertirse en un tribunal de alzada de la pieza sometida a examen, sino que su tarea debe consistir, como lo expresan las normas aplicables, en valorar la estructura formal de la misma, el análisis general del caso y de la prueba ofrecida, y la solución propuesta, entendida ésta como la derivación razonada de una construcción lógica sustentada en argumentos sólidos, o lo que es lo mismo, que sea autosuficiente; 
Que, así, y sin que ello constituya una reexaminación de la prueba de oposición escrita efectuada por la impugnante,  de su mera lectura surge que si bien la solución a la que arriba es correcta, el mismo es en casi su totalidad  una transcripción literal de los hechos enunciados en el caso planteado, no abundando en el análisis y la valoración de los mismos, como es de esperarse en todo resolutorio. Por consiguiente, se advierte manifiestamente que, la pieza evaluada no configura una construcción lógica en la que obren fundamentos técnicos suficientes que justifiquen la decisión adoptada, tal como lo explicita el Dictamen evaluatorio; 
Que, por otro lado, el dictamen del Jurado refiere en forma expresa al “…exiguo encuadre legal y enunciación de los procedimientos administrativos…”, en referencia a la ausencia de consistente argumentación normativa vinculada a la cuestión planteada, en la que operaban disposiciones de la Ley de Contabilidad Pública N° 5140, de Responsabilidad del Estado N° 10636, del Código Civil y Comercial de la Nación (Ley N° 26994), que ni  siquiera fueron superficialmente abordadas, así como diversas disposiciones de la propia Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas N° 5796, más allá de las citadas por la ahora recurrente, que explican el iter procedimental aplicado al caso;
Que, en relación a lo observado en el apartado tercero del dictamen, cabe decir que allí se consigna que la pieza sometida a evaluación presentaba varias observaciones en cuanto a la redacción, tal como la de renombrar al IPV como IAPV  -a las que se pueden agregar comenzar el texto como “Resolución”, concluirlo como “Acuerdo”, abuso de nomenclaturas (H.C., H.T.C.) etc -,   cuestiones que si bien fueron advertidas por el Jurado Técnico, claramente no tienen mayor incidencia en la valoración y calificación global del examen escrito, que presenta las graves falencias técnicas y argumentativas antes enunciadas, y que son determinantes del puntaje asignado, por lo que deviene superfluo profundizar al respecto;
Que, respecto de la impugnación realizada sobre la falta de adhesión formal del Tribunal de Cuentas indicada por el Jurado Técnico la Concursante opina que una adhesión tácita es suficiente, lo que podría ser aceptable de haber efectuado la ahora recurrente un pormenorizado análisis o valoración de los hechos, cuestión que no se verifica en la prueba de oposición escrita de la recurrente; sin perjuicio que siempre el Tribunal debe dejar constancia expresamente escrita su opinión. Por otra parte, destacamos, que en la Resolución del Tribunal de Cuentas que la Postulante acompaña como prueba de su pretensión impugnatoria, en el último Considerando expresa la coincidencia integral del Tribunal con el Informe final de la Oficina de A. y Conclusiones y con el Dictamen de la Fiscalía de Cuentas, cuestión que no realiza la concursante en su examen escrito, lo que nos exime de mayores comentarios;
Que, en este sentido, cabe aclarar que las observaciones esgrimidas en el dictamen no reflejan por sí una arbitrariedad manifiesta, de conformidad con el artículo 48 del Decreto N°1145/17 GOB, como requisito de procedencia del recurso. Por el contrario, implican una diferencia de criterios jurídicos frente al caso concreto, en tanto contienen fundamentos de naturaleza técnica, cuya ponderación ha sido efectuada, y de cuyo análisis de razonabilidad no surge en forma manifiesta la arbitrariedad invocada por la recurrente;

Que, en definitiva, examinada la impugnación presentada, cabe concluir que en la calificación otorgada por el jurado, no se configura el vicio denunciado, tanto en el carácter como en la magnitud requerida para su procedencia;

Que, la modificación de las calificaciones efectuadas por éste Cuerpo, así como la sustitución del criterio jurídico utilizado, debe ser excepcional, y en la medida que los postulantes hayan alegado y demostrado fehacientemente la existencia de errores materiales, vicios de forma o en el procedimiento, o una manifiesta arbitrariedad en la corrección de los exámenes, que se evidencie descubierta, en forma clara, ostensible y notoria como para que el Jurado se aparte de lo actuado, haciendo lugar a las impugnaciones presentadas;  

Que, hacer de aquella excepción la regla, implicaría ceder ante la mera disconformidad de los postulantes, cercenando la garantía del anonimato y afectando los criterios de unicidad y coherencia de los criterios valorativos que resultan del hecho de que todas las pruebas sean ponderadas en igualdad de condiciones;

Que, en esta instancia de control se debe respetar la valoración efectuada oportunamente por este jurado y sólo cabría revisar si involuntariamente  se han sobrepasado los límites legalmente establecidos, dado que, aunque existan varias soluciones razonables, no procede imponer el propio punto de vista acerca de lo que es más adecuado, sino sólo verificar si el iter lógico y la ponderación ya efectuada se ajustan a pautas aceptables, aun cuando fueran opinables (así ha expresado la Procuración del Tesoro de la Nación en materia de ejercicio de control de legalidad llevado a cabo en concursos de cargos de la Administración Pública Nacional, en Dictámenes 275:220);

Que, por su parte, el Jurado de Concurso no está obligado a argumentar en forma particular en todas y cada una de las alegaciones formuladas por los recurrentes ni refutar todos y cada uno de los agravios introducidos, a contrario sólo está constreñido a tratar los argumentos serios que resulten atendibles y que se enmarquen dentro de los supuestos excepcionales que prevé la normativa aplicable;

Que, a fin de desentrañar si estamos o no en presencia de una arbitrariedad manifiesta, es dable traer a colación las pautas que pueden extraerse de la jurisprudencia;

Que, en efecto, la C.S.J.N. ha considerado que no media configurada arbitrariedad manifiesta cuando “…la sentencia expone argumentos suficientes de esa naturaleza que al margen de su acierto o error bastan para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial…” (Fallos 307:557 “GALVÁN, Víctor A. y otros c/ Sancor Cooperativas Unidas Limitada”), o “cuando decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada” (Fallos 324:1459);

Que, resulta válido para esta instancia lo expresado respecto de la tarea jurisdiccional, en el sentido de que: “el escrutinio judicial sólo puede tener lugar cuando la contradicción con el ordenamiento resulte palmaria arbitrariedad o ilegalidad manifiesta…” (Fallos 314:1202);
Que, en igual sentido valorada doctrina ha expresado que “…el control judicial implica fiscalizar una ponderación y una elección ya realizada, por lo que debe respetar el poder exclusivo de valoración otorgado a la Administración, y solo controlar cuando se sobrepasen los límites del mismo. Aún cuando existan varias soluciones aceptables o razonables, no corresponde al juez sustituir una por otra, sino solo controlar que el criterio adoptado por la Administración tenga su propio consenso y sustentabilidad en el marco de la juridicidad. Ello quiere decir que quien controla no puede imponer su propio punto de vista acerca de lo que es más razonable, sino solo verificar si el íter lógico y la ponderación ya efectuada por la Administración se ajusta a pautas objetivas aceptables, aún cuando fueren opinables” (SESIN, Domingo “Control Judicial del ejercicio de la discrecionalidad y de lo9s actos políticos. En AA.VV. Tratado de Derecho Administrativo, CASSAGNE, Juan Carlos Director. La Ley, 2007. Tomo I. Capítulo Quinto. Págs., 693-738);
Que, a mayor abundamiento se expresa a modo de síntesis, que “…ante la complejidad, dificultad e incluso imposibilidad de conocer la esencia de las cosas, fenómenos o circunstancias, la justicia debe conformarse con una decisión administrativa atendible. Aquí termina su cometido, como se indicó anteriormente. En estos casos límite, no existe posibilidad interpretativa ni procesal de reconducir las valoraciones subjetivas a patrones objetivos.” (SESÍN, Domingo J., op. cit. págs. 772/773);

Que, la disconformidad o cuestionamiento de la quejosa, lejos de constituir un planteo con basamento en la existencia de algún vicio o error, versa sobre materia opinable, dispuesta en el ámbito del ejercicio de discrecionalidad técnica de este Jurado, actividad cuya revisión, dado el planteo que formuló la quejosa, implicaría el análisis pormenorizado de cada punto con un detenimiento y precisión tal que desplazan de plano la presencia de la “evidencia” o “notoriedad” con la que debería surgir el vicio alegado como para entender configurada la causal predicada; más aún, la consideración de cada una de las cuestiones esbozadas exige un análisis comparativo minucioso de la prueba de la impugnante con la de los restantes concursantes que implicaría, en la práctica, llevar a cabo una nueva evaluación;

Que, en el caso concreto debe desestimarse la impugnación por constituir, en definitiva, una crítica que expresa un desacuerdo con la calificación asignada, pero que no configura ninguno de los supuestos excepcionales que autorizan a apartarse de las conclusiones arribadas y dado que todo ello forma parte del ámbito de discrecionalidad con el que debe y puede actuar este cuerpo examinador, no corresponde efectuar la modificación de las conclusiones a las que se ha arribado en el dictamen de calificación de la prueba de oposición;

Que, la presente se dicta de conformidad con el Decreto N°1145/17 GOB. y N°2664/18 MGJ;

Por ello,

EL JURADO DEL CONCURSO N°3 DESTINADO A CUBRIR UN CARGO DE VOCAL –CONTADOR PUBLICO- DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DE ENTRE RÍOS
RESUELVE:
  

ARTÍCULO 1º: Hacer lugar parcialmente al recurso interpuesto por la Cra. Susana MARTINEZ LACABE contra la Resolución Nº003 J.T.C.E.R, y en consecuencia aumentar el puntaje del rubro “Antecedentes Académicos” en 0,30 puntos, quedando establecida la calificación total de sus Antecedentes en 22,90 puntos; y desestimar la impugnación de los restantes rubros, por los fundamentos expuestos en los Considerandos precedentes.-
ARTÍCULO 2°: No hacer lugar a la impugnación interpuesta por la Cra. Susana MARTINEZ LACABE de acuerdo a lo señalado en los considerandos precedentes, contra la calificación de la prueba de oposición escrita.-
ARTÍCULO 3º: Comuníquese, publíquese y archívese.- 
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